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ORDEN del Consejero de Economía y Hacienda por la que se modifica por tercera vez el Plan 
de medidas para cubrir los requisitos antifraude, conflicto de interés, doble financiación y 
ayudas de estado y daño no significativo al medio ambiente exigidos en la ejecución del Plan 
de Recuperación, Transformación y Resiliencia

El Reglamento (UE) 2021/241 del Parlamento Europeo y del Consejo de 12 de febrero de 2021 
por el que se establece el Mecanismo de Recuperación y Resiliencia dispone en su artículo 22 
que es una obligación de los Estados miembros la protección de los intereses financieros de la 
Unión Europea incluyendo tomar las medidas oportunas para prevenir, detectar y corregir el 
fraude, la corrupción y los conflictos de intereses.

Por su parte, la Orden HFP/1030/2021, de 29 de septiembre, por la que se configura el sistema 
de gestión del Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia, exige en su artículo 6 la 
redacción de un plan de medidas antifraude para cada organismo gestor de fondos del 
Mecanismo de Recuperación y Resiliencia con el objetivo de asegurar la prevención, detección 
y corrección del fraude, la corrupción y los conflictos de intereses.

El Consejo de Gobierno, en su sesión celebrada el día 29 de marzo de 2022, adoptó el Acuerdo 
por el que se aprueba el Plan de medidas para cubrir los requisitos antifraude, conflicto de 
interés, doble financiación y ayudas de estado y daño no significativo al medio ambiente, 
exigidos en la ejecución del Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia.

El apartado quinto del referido acuerdo prevé la delegación en el Consejero de Economía y 
Hacienda para «la aprobación de las eventuales modificaciones del Plan de medidas para cubrir 
los requisitos antifraude, conflicto de interés, doble financiación y ayudas de estado y daño no 
significativo al medio ambiente exigidos en la ejecución del Plan de Recuperación, 
Transformación y Resiliencia».

El texto original ha sido modificado en dos ocasiones, la primera, para adaptar el ámbito de 
aplicación del Plan, de manera que se considere que no sea obligatoria la extensión de su 
aplicación a aquellas administraciones y entidades del sector público foral y local que reciban 
fondos de financiación del Mecanismo de Recuperación y Resiliencia a través del Gobierno Vasco 
y que dispongan de un plan antifraude aprobado de conformidad con la normativa reguladora 
del Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia. La segunda, tras la entrada en vigor de 
la Orden HFP/55/2023, de 24 de enero, relativa al análisis sistemático del riesgo de conflicto de 
interés en los procedimientos que ejecutan el Plan de Recuperación, Transformación y 
Resiliencia, se ha establecido un análisis sistemático del riesgo de conflicto de interés en los 
procedimientos de subvenciones y contratación que ejecutan el Plan de Recuperación, 
Transformación y Resiliencia, basado en una herramienta informática de data mining, con sede 
en la Agencia Estatal de la Administración Tributaria de España.

Teniendo en cuenta las recomendaciones de los órganos que se encargan del control, como la 
Intervención General de la Administración del Estado (IGAE), el Servicio Nacional de 
Coordinación Antifraude (SNCA) o la Oficina de Control Económico (OCE), se ha de llevar a cabo 
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una tercera modificación del  Plan de medidas para cubrir los requisitos antifraude, conflicto de 
interés, doble financiación y ayudas de estado y daño no significativo al medio ambiente exigidos 
en la ejecución del Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia para actualizar tanto el 
procedimiento de elaboración y aprobación de las autoevaluaciones de riesgo de fraude, en las 
que participará un equipo multidisciplinar, como algunos procesos de los apartados de conflicto 
de interés y doble financiación.

En virtud de lo expuesto,

RESUELVO:

Primero. Modificar el Plan de medidas para cubrir los requisitos antifraude, conflicto de interés, 
doble financiación y ayudas de estado y daño no significativo al medio ambiente exigidos en la 
ejecución del Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia.

Uno. Se modifica el apartado «3. Instrumentos y procesos antifraude y anticorrupción», que 
pasa a tener la siguiente redacción:

«3. Instrumentos y procesos antifraude y anticorrupción

3.1 Contexto

El Plan aborda los principales riesgos de fraude, teniendo en cuenta los cuatro 
elementos fundamentales en el ciclo contra el fraude: la prevención, la detección, la 
corrección y la persecución, asegurando que todas las partes implicadas tanto internas 
(administradores, gestores y controladores), como externas (beneficiarios y sociedad en 
general) comprenden perfectamente sus responsabilidades, obligaciones y, en su caso, 
derechos en base a un planteamiento coordinado para combatir el fraude.

La combinación de una evaluación del riesgo de fraude, medidas adecuadas de 
prevención y detección, y una investigación coordinada en el momento adecuado por 
parte del sector público de la Comunidad Autónoma del País Vasco, Diputaciones Forales 
y Ayuntamientos de la Comunidad Autónoma del País Vasco, reducirá 
considerablemente el riesgo de fraude y constituirá además un importante método 
disuasorio.

3.2 Instrumentos de prevención

DECLARACIÓN INSTITUCIONAL DE LUCHA CONTRA EL FRAUDE

Todas las entidades del sector público a las que resulte de aplicación el presente plan de 
Medidas Antifraude suscribirán una Declaración Institucional de lucha contra el fraude 
que será publicada en su web institucional, y que contenga una manifestación clara y 
contundente comprometiéndose a conseguir los más altos estándares éticos en la lucha 
contra el fraude.

En el Anexo I, se adjunta una declaración institucional de lucha contra el fraude para 
facilitar el cumplimiento de la medida por parte de las instituciones implicadas tengan.
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COMPROMISO ANTIFRAUDE EN LAS NOTIFICACIONES DE AYUDAS

Los beneficiarios finales de las ayudas tendrán que manifestar de modo expreso el 
compromiso de cumplir con todas las medidas antifraude establecidas en la normativa 
europea, nacional y autonómica, así como las contenidas en este plan. El compromiso 
se formalizará en la notificación y el documento de aceptación de las ayudas que 
tendrán que firmar los adjudicatarios. 

Cuando se trate de una contratación, será requisito obligatorio aportar el Documento 
Europeo Único de Contratación (DEUC).

UNIDAD, SERVICIO U ÓRGANO RESPONSABLE

Las entidades a las que resulte de aplicación este plan deberán nombrar una unidad, 
servicio u órgano que será la responsable del cumplimiento de las disposiciones 
contenidas en este documento, la encargada de realizar la evaluación del fraude, 
examinar las denuncias que pudieran llegar, evaluar las situaciones que puedan ser 
constitutivas de fraude o corrupción y, en su caso, comunicarlas a las entidades que 
corresponda, así como proponer medidas correctoras.

EVALUACIÓN INICIAL DE IMPACTO Y PROBABILIDAD DEL RIESGO

El principal objetivo de la evaluación del riego de fraude que las entidades a las que 
resulte de aplicación este plan van a desarrollar, es facilitar la autoevaluación de la 
probabilidad y el impacto de la ocurrencia de determinados riesgos de fraude o de 
escenarios de fraude más frecuentes que puedan perjudicar los intereses financieros de 
la Unión Europea, así como adoptar los controles atenuantes que contribuyan a reducir 
los riesgos que aún pudieran persistir una vez aplicados los controles que actualmente 
ya tiene implementados el organismo en el desarrollo de sus competencias.

Se trata de una evaluación del riesgo proactiva, estructurada y específica que deberá 
cumplimentar cada órgano gestor y servirá para identificar las partes del proceso más 
susceptibles de sufrir fraude, controlarlas y tomar las medidas necesarias y 
proporcionadas en función del nivel de riesgo detectado. 

La autoevaluación de riesgos de fraude se desarrolla a través de un proceso de 
autoevaluación.

Proceso de autoevaluación.

Como paso previo a la realización de la autoevaluación de riesgo de fraude, se realizará 
el test de autoevaluación y riesgo de la Orden HFP/1030/2021 que se adjunta en el 
Anexo II de este documento.

La autoevaluación de riesgos de fraude se va a efectuar, en los términos de la Orden 
HFP/1030/2021, de 29 de septiembre, utilizando la herramienta de autoevaluación 
propuesta en el documento «Guía para la aplicación de medidas antifraude en la 
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ejecución del Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia, del Servicio Nacional 
de Coordinación Antifraude»1. 

Con la aplicación de esta herramienta, se pretende, de un lado, identificar aquellos 
riesgos específicos que pudieran ocurrir en los procesos de gestión que seguidamente 
se explicitan y sobre los que, según la autoevaluación, hubieran de implementarse 
controles adicionales a los que ya aplica el organismo al objeto de reducir a niveles 
aceptables la probabilidad de impacto de las actividades potencialmente fraudulentas 
y, de otro, seleccionar medidas efectivas y proporcionadas a adoptar para la mitigación 
de los riesgos de fraude detectados: 

• La selección de beneficiarios.

• La ejecución y la verificación de las operaciones financiadas.

• Adjudicación de contratos / subvenciones.

• La certificación y pago.

Para identificar los riesgos, se llevará a cabo una labor colectiva y permanente 
(experiencia previa, inventario de riesgos), una descripción del riesgo definiendo su 
carácter general o específico, el área/proceso a que afecta, quién puede estar 
involucrado y el tipo de riesgo: interno/externo de colusión.

Esta autoevaluación será elaborada y gestionada por un equipo evaluador 
multidisciplinar en el que participe personal de los diferentes Departamentos y con 
distintas responsabilidades. Para ello, los modelos de autoevaluación de riesgo de 
fraude serán elaborados por los integrantes de la Unidad Antifraude del Gobierno Vasco. 
Esta Unidad está formada por los técnicos de control del MRR de los diferentes 
Departamentos del Gobierno, por representantes de entidades del sector público de la 
CAE y por un representante de la Dirección de Política de Cohesión y Fondos Europeos. 
Una vez realizada la evaluación por la unidad antifraude, esta elevará el resultado a la 
Comisión Interdepartamental de evaluación y seguimiento del MRR del Gobierno Vasco 
que está compuesta por los órganos gestores de los diferentes Departamentos, la 
Dirección de Presupuestos, la Dirección de Función Pública, la Dirección de Recursos 
Institucionales, la Viceconsejería de Economía y Fondos Europeos y la Dirección de 
Política de Cohesión y Fondos Europeos. La Comisión Interdepartamental analizará la 
evaluación realizada por la unidad antifraude, y en su caso aprobará los modelos de 
autoevaluaciones de riesgo de fraude. Una vez aprobados los modelos, los 
Departamentos deberán adaptar dichos modelos a sus procedimientos y controles, y 
serán firmadas por el responsable del órgano gestor.

La autoevaluación del riesgo de fraude se basará en los siguientes pasos metodológicos 
fundamentales: 

1. La estimación cuantitativa del riesgo de que se produzca un 

1https://www.igae.pap.hacienda.gob.es/sitios/igae/es-
ES/snca/Documents/20220224%20Gu%C3%ADa%20Medidas%20Antifraude.pdf
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tipo de fraude determinado, basada en la valoración de su 
probabilidad y de su impacto (riesgo bruto).

2. La valoración de la eficacia de los controles actualmente en 
marcha para paliar el riesgo bruto.

3. La valoración del riesgo neto, tras tener en cuenta la 
efectividad y el efecto de los controles que se pueda hacer en 
marcha, en decir, la situación tal como es en el momento de la 
evaluación (riesgo residual).

4. La valoración del efecto que pueden tener los controles 
atenuantes que se planee establecer sobre el riesgo neto o 
residual.

5. Estimación del riesgo objetivo, es decir, del nivel de riesgo que 
la autoridad de gestión considera admisible tras la puesta en 
marcha de controles efectivos.

De conformidad con el artículo 6.5 c) de la Orden HFF/1030/2021, de 29 de septiembre, 
la autoevaluación de los riesgos de fraude debe realizarse y revisarse periódicamente 
con carácter bienal o anual, según el riesgo de fraude hallado y, en todo caso, cuando 
se haya detectado algún caso de fraude o haya cambios significativos en los 
procedimientos de gestión o en el personal que los ejecuta. 

Si el nivel de riesgo identificado es muy bajo y no se han detectado casos de fraude 
durante el año precedente, se revisará la autoevaluación únicamente cada dos años. 

La misma orden, incluye, entre las medidas preventivas del fraude y de la corrupción, la 
implantación de mecanismos adecuados de evaluación del riesgo para todas las medidas 
gestionadas, dejando evidencia del mismo, en busca de las partes del proceso más 
susceptibles de sufrir fraude, y controlarlas especialmente, sobre la siguiente base:

a. Identificación de medidas que son más susceptibles del fraude, 
como pueden ser aquellas con alta intensidad, alto presupuesto, 
muchos requisitos a justificar por el solicitante, controles 
complejos, etc.

b. Identificación de posibles conflictos de intereses.

c. Resultados de trabajos previos del sistema de control interno (Ver 
el apartado 3.3 del Plan).

d. Resultados de auditorías de la Comisión Europea o del Tribunal de 
Cuentas Europeo, en su caso.

En todo caso, los procesos de control interno común a todos los gestores se implantarán 
siguiendo la normativa y las recomendaciones de las autoridades nacionales y europeas 
al respecto y las específicas para el PRTR.
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CÓDIGO ÉTICO Y DE CONDUCTA 

La Comunidad Autónoma del País Vasco aprobó la Resolución 67/2016, de 22 de 
noviembre, del Viceconsejero de Relaciones Institucionales, por la que se dispone la 
publicación del Acuerdo adoptado por el Consejo de Gobierno por el que se aprueba el 
Texto Refundido del Código Ético y de Conducta de los cargos públicos de 
Administración de la Comunidad Autónoma de Euskadi y su sector público, y se 
incorporan a dicho Código nuevas previsiones, cuyas funciones y competencias 
corresponden a la Comisión de Ética Pública dependiente del Departamento de 
Gobernanza Pública y Autogobierno. 

Las Diputaciones Forales de los tres Territorios Históricos cuentan con códigos éticos: 
Acuerdo 477/2015, del Consejo de Diputados de 3 de septiembre, que aprueba el Código 
de Ética y Buen Gobierno de los cargos públicos y representantes del sector público de 
este Territorio Histórico de Álava. Código Ético y de Conducta en Materia de Gestión de 
Riesgos en la Gestión de Fondos Europeos de la Diputación Foral de Bizkaia. Código Ético 
y de Buena Gestión del Empleo Público Foral de Gipuzkoa.

Las entidades a las que resulte de aplicación este plan, deberán elaborar, si no lo 
tuvieran, un Código Ético para el personal a su servicio, al que deberán adherirse todas 
aquellas personas que participen en la ejecución del PRTR en el ámbito de la misma 
como entidad ejecutora, independientemente de que sean o no cargos públicos.

La finalidad del Código Ético y de conducta será disuadir a los defraudadores y conseguir 
el máximo compromiso posible de las autoridades y el personal implicado para combatir 
el fraude, así como fomentar la integridad, la objetividad, la rendición de cuentas y la 
honradez.

En el Anexo III, se adjunta un modelo en el que se especifican los requisitos mínimos que 
debe contener el código ético y de conducta que se implante. Los códigos éticos en vigor 
para los cargos públicos vigentes en las administraciones vascas, junto con los valores 
éticos que tanto el Real Decreto Legislativo 5/2015, de 30 de octubre, por el que se 
aprueba el Texto Refundido de la Ley Estatuto Básico del Empleado Público, como, la 
Ley 6/1989, de 6 de julio, de la Función Pública Vasca, exigen a los servidores públicos 
será el punto de partida clave para su elaboración.

FORMACIÓN Y SENSIBILIZACIÓN

El Instituto Vasco de Administración Pública pondrá a disposición del conjunto de 
administraciones públicas, actividades formativas tanto teóricas, como prácticas sobre 
las políticas de lucha contra el fraude y se incentivará la participación en los mismos del 
personal que intervenga en la gestión y ejecución de subproyectos y actuaciones 
financiadas con el Mecanismo de Recuperación y Resiliencia.

Las acciones formativas, que deben dirigirse a todos los niveles jerárquicos, incluirán 
reuniones, seminarios, grupos de trabajo, etc. Tales acciones se centrarán en la 
identificación y evaluación de los riesgos, establecimiento de controles específicos, 
actuación en caso de detección de fraude, casos prácticos de referencia, etc.
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3.3 Instrumentos de detección

SISTEMA DE CONTROL INTERNO

Se llevarán a cabo controles internos sistemáticos por los órganos gestores y ejecutores 
involucrados en la administración de los fondos MRR para detectar cualquier tipo de 
anomalía, irregularidad o actividad fraudulenta.

Como resultado de estos controles y en los casos en los que se considere necesario 
debido al nivel de riesgo, se emitirán informes en los que se reflejarán todas las 
irregularidades, sospechas de fraude detectadas y fraudes a lo largo de un periodo, 
según se establezca por la Autoridad de Control. Para la elaboración del Informe, se 
partirá de los resultados obtenidos de las autoevaluaciones de riesgos realizados y en 
curso. 

Los órganos independientes de control interno (Oficina de Control Económico, 
intervenciones y asesorías jurídicas) en sus funciones de control ex ante y participación 
en mesas de contratación, comunicarán las incidencias detectadas a los órganos 
gestores y órganos colegiados y, en su caso a la Autoridad de Control (Control de Nivel 
II).

SISTEMA DE COMUNICACIÓN

Las entidades a las que resulte de aplicación el presente plan, implementarán un sistema 
de comunicación basado en canales, tanto internos como externos, con mecanismos 
adecuados y claros de notificación para informar de las posibles sospechas de fraude.

El sistema de comunicación que se establecerá ad-hoc contendrá, al menos, las siguientes 
acciones:

- Informar a todos los agentes implicados y al conjunto de la ciudadanía 
sobre la existencia del canal público  de la IGAE 
(https://www.igae.pap.hacienda.gob.es/sitios/igae/es- 
ES/snca/Paginas/ComunicacionSNCA.aspx) para comunicar 
denuncias de comportamientos fraudulentos. En dicho canal puede 
participar toda la ciudadanía, así como cualquier persona física o 
jurídica interviniente en la medida.

- Informar a todos los agentes implicados y al conjunto de la ciudadanía 
sobre la existencia de los correspondientes portales de transparencia; 
en Irekia en el caso del Gobierno Vasco y en las webs corporativas de 
las Diputaciones Forales y Ayuntamientos. 

- Informar a todos los agentes implicados y al conjunto de la ciudadanía 
sobre la existencia de vías regladas para emitir cualquier tipo de 
sugerencia, queja o denuncia de modo privado. En el caso del 
Gobierno Vasco, cualquier persona puede dirigirse privadamente al 
gobierno y a la Comisión de ética 
(https://www.irekia.euskadi.eus/es/departments/78/proposals). 
Asimismo, las instituciones forales y locales tienen establecidas en sus 
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páginas web, los procedimientos para emitir quejas y sugerencias de 
todo tipo.

- Informar a todos los agentes implicados y al conjunto de la ciudadanía 
sobre el papel del Ararteko cuyo cometido principal es atender a los 
ciudadanos y ciudadanas en relación con las quejas, demandas o 
consultas que planteen sobre actuaciones incorrectas o irregulares de 
la Administración, y tramitar dichas quejas conforme a un 
procedimiento en el que a la administración concernida se le piden 
cuentas sobre su proceder. En el caso de que se determine, según lo 
establecido por el ordenamiento jurídico, que la actuación objeto de 
la queja ha sido incorrecta, el Ararteko emite una resolución 
solicitando, mediante una recomendación, a la administración 
responsable que modifique la actuación incorrecta.

- Implantación de un buzón específico para la recepción de denuncias 
relativas a las actuaciones del Mecanismo por parte del personal al 
servicio de cualquiera de las entidades ejecutoras a las que les resulta 
de aplicación este plan. Estas denuncias serán tratadas mediante un 
protocolo específico que salvaguardará la identidad de los 
denunciantes. Las denuncias formuladas serán investigadas por 
personal especialmente cualificado y destinado a dicha función.

- Facilitar a las autoridades y el personal al servicio de las entidades a 
las que se aplica el presente plan, la notificación tanto de las 
sospechas de fraude, como de puntos débiles que puedan aumentar 
la vulnerabilidad al fraude, mediante modelos de comunicación.

- Informar de forma coordinada y organizada al resto de agentes 
implicados en la detección del fraude: Servicios Jurídicos, Oficina de 
Control Económico u órganos competentes correspondientes en cada 
una de las entidades a las que resulta de aplicación este plan, los 
organismos responsables de la investigación en la Administración 
General del Estado, las autoridades responsables de la lucha contra la 
corrupción.

- Comunicar los hechos producidos y las medidas adoptadas en el más 
breve plazo posible a la entidad decisora o a la entidad ejecutora, 
según el caso, quien comunicará el asunto a la Autoridad Responsable 
del MRR.

- Informar de forma coordinada y organizada a las autoridades 
implicadas en la realización de los subproyectos o actuaciones y/o 
todos aquellos que hayan podido estar expuestos a la actuación 
fraudulenta.

- Difundir un resumen del informe de control que recoja dichos casos 
de fraude y el informe de gestión de la entidad ejecutora.
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CATÁLOGO DE INDICADORES (BANDERAS ROJAS)

Seguimiento de un conjunto de indicadores de referencia denominados «banderas 
rojas» para determinar la existencia de fraude. Estos indicadores sirven de alerta de que 
puede estar teniendo lugar una actividad fraudulenta, en la que se requiere una reacción 
inmediata para comprobar si es necesaria alguna acción.

La Comisión Europea ha facilitado a los Estados miembros información para la 
elaboración de este catálogo que debe ser comunicado a todo el personal en posición 
de detectar riesgos de fraude. En particular, todas las personas cuya función incluya la 
supervisión de las actividades de los beneficiarios (por ejemplo, las que realizan 
verificaciones documentales y sobre el terreno u otro tipo de visitas de seguimiento) 
deben estar familiarizadas con estos indicadores.

En los procedimientos que se tramiten para la ejecución de las actuaciones del PRTR, en 
el ejercicio de la función de control de gestión, deberá quedar documentada, mediante 
la cumplimentación de la correspondiente lista de comprobación, la revisión de las 
posibles banderas rojas definidas en el presente documento. Para ello los órganos 
gestores deberán cumplimentar la lista de comprobaciones para cada una de las 
actuaciones y subproyectos financiadas por el PRTR.

En el Anexo IV, se adjunta el listado de indicadores denominados «banderas rojas», así 
como la lista de comprobación de las mismas para determinar la existencia de fraude.

DETECCIÓN DE DOCUMENTOS FALSIFICADOS

Los documentos falsificados2 son un caso particular de fraude al que se prestará una 
atención especial.

Para su detección y corrección se realizarán controles internos por las administraciones 
intervinientes teniendo en cuenta, tanto el catálogo de indicadores (banderas rojas) del 
Anexo IV, como las bases de datos de registros mercantiles, organismos nacionales y de 
la UE, expedientes de empleados (teniendo en cuenta las normas de protección de 
datos) y herramientas de prospección de datos (data mining).

Las entidades que integran el sector público de la Comunidad Autónoma del País Vasco, 
las Diputaciones Forales y los Ayuntamientos de la Comunidad Autónoma del País Vasco 
notificarán al Servicio Nacional de Coordinación Contra el Fraude (SNCA) y, en su caso, 
a la Oficina Europea de Lucha Contra el Fraude (OLAF) los casos de documentación 
falsificada. Si los hechos fueran punibles, denunciarán la situación a las autoridades 
competentes, mediante la elaboración de un informe de los Servicios Jurídicos 
correspondientes, que respalde la decisión de elevar el caso a instancias judiciales.

2 Tal y como se especifica en la guía práctica sobre la falsificación de documentos de la Oficina europea de Lucha Contra el Fraude 
(OLAF), un documento falsificado es un documento respecto del cual se ha alterado la verdad. La alteración puede ser:

• Física: un documento puede modificarse físicamente, por ejemplo, mediante la tachadura de elementos o 
referencias, la adición manuscrita de información que altera el documento, etc.

• Intelectual: el contenido del documento no se corresponde con la realidad, por ejemplo, aparece una falsa 
descripción de los servicios prestados, contenido falso en un informe, firmas falsas en una lista de 
asistencia, etc.
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COMPROBACIÓN Y CRUCE DE DATOS

Dentro de los límites de la legislación relativa a la protección de datos, las entidades 
ejecutoras fomentarán la utilización de herramientas que optimicen los procesos de 
obtención, almacenamiento y análisis de datos para la evaluación de riesgos, cruce de 
datos con otros organismos públicos o privados del sector y detectar posibles situaciones 
de alto riesgo incluso antes de la concesión de los fondos.

A tal fin, las autoridades y el personal al servicio de las entidades a las que resulte de 
aplicación el presente plan, emplearán herramientas internas como la Plataforma de 
Contratación Pública de Euskadi, y bases de datos de subvenciones, herramientas de 
prospección de datos (data mining), para identificar y evaluar el riesgo de fraude en los 
Fondos en los ámbitos más conflictivos como por ejemplo la contratación pública a 
través de indicadores de alerta y para el diseño de medidas contra el fraude.

3.4 Procesos de corrección y persecución

Una vez detectado un caso de presunto fraude y notificado de acuerdo con los 
procedimientos establecidos en el sistema de comunicación del punto anterior (alineado 
con los requisitos de la Comisión Europea y con los requisitos internos), los órganos 
gestores valorarán si es preciso abrir una investigación y si procede emprender las 
acciones necesarias para la recuperación de los importes indebidamente percibidos y 
ejercer la acción penal que corresponda.

En función de las especificaciones del artículo 6.6 de la OHFP 1030/2021, una vez se 
detecte un posible fraude o sospecha fundada, las entidades a las que resulta de 
aplicación este plan, y en concreto los órganos gestores, deberán seguir los siguientes 
pasos obligatorios:

• Evaluación y clasificación del fraude. Las entidades del sector público 
a las que resulta de aplicación el presente plan evaluarán la incidencia 
del fraude apoyándose, entre otra documentación, en los informes 
de evaluación, aportados por cualquier interviniente en la medida.

• Revisión, suspensión y/o cese de actividad. la detección de un 
posible fraude, o su sospecha fundada, conllevará la suspensión 
inmediata del subproyecto o actuación que estuviere financiada con 
el Mecanismo de Recuperación y Resiliencia.

Por ello, se deberán revisar todos aquellos subproyectos o líneas de 
acción que hayan podido estar expuestos a la actividad fraudulenta, 
así como toda la documentación relacionada con los mismos que 
hayan podido aportar los intervinientes, retirando, en cualquier caso, 
la de aquellos afectados por el fraude y que bien hayan sido 
financiados o estén pendiente de financiación con fondos del MRR.

• Sistema de comunicación. Las entidades ejecutoras, se 
comprometen a notificar en el plazo más breve posible la detección 
de posible fraude, o su sospecha fundada tanto a las entidades 
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interesadas como a los organismos implicados. Las entidades 
interesadas son el Servicio Nacional de Coordinación Contra el Fraude 
(SNCA), la Oficina Europea de Lucha Contra el Fraude (OLAF), la fiscalía 
y los tribunales competentes, mientras que los organismos 
implicados serán la entidad ejecutora y los órganos gestores.

El sistema de comunicación, en lo relacionado con las medidas a 
adoptar para la corrección, incluye:

✓ Comunicar los hechos producidos y las medidas adoptadas a la 
entidad que le haya encomendado la ejecución de las 
actuaciones. Cada entidad ejecutora, comunicará el asunto a la 
entidad decisora, y ésta lo comunicará a la Autoridad 
Responsable. La Autoridad Responsable podrá solicitar la 
información adicional que considere oportuna de cara a su 
seguimiento y comunicación a la Autoridad de Control.

✓ Denunciar, si fuese el caso, los hechos a las Autoridades 
competentes, al SNCA para su valoración y eventual 
comunicación a la OLAF.

✓ Iniciar una información reservada para depurar 
responsabilidades o incoar un expediente disciplinario.

✓ Denunciar los hechos ante la fiscalía y los tribunales 
competentes, en los casos oportunos, mediante la elaboración 
un Informe jurídico por los Servicios Jurídicos que respalde la 
decisión de elevar el caso a instancias judiciales.

• Revisión de expedientes. Una vez concluida la investigación por parte 
de las autoridades competentes, o transferida a las autoridades 
pertinentes para su seguimiento, las entidades del sector público a 
las que resulta de aplicación este plan revisarán exhaustivamente 
cualquier proceso o procedimiento relacionado con el fraude 
potencial o probado, la totalidad de los expedientes incluidos en esa 
operación y/o de naturaleza económica análoga, así como los sistemas 
de control interno. Además, se revisarán los informes del resultado 
del test de autoevaluación relacionado con las medidas antifraude 
(Anexo II).

Esta revisión debe ser objetiva y autocrítica, y en cooperación con las 
autoridades responsables de la investigación y en cumplimiento de la 
ley, así como con las autoridades judiciales. 

Como resultado de la revisión, dichas entidades, expondrán 
conclusiones con respecto a los puntos débiles detectados y a las 
lecciones aprendidas, con acciones claras para establecer los 
mecanismos oportunos, responsables y plazos rigurosos.
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• Recuperación de importes percibidos (pagos indebidos), retirada de 
cofinanciación y acción penal. Las entidades ejecutoras, junto con las 
autoridades competentes, exigirán la recuperación de los importes 
indebidamente percibidos por parte de los beneficiarios, así como la 
retirada de cofinanciación comunitaria de todos aquellos expedientes 
en los que se identifique la incidencia detectada.

Para ello, formalizarán unos procesos rigurosos en el seguimiento de 
la recuperación de los fondos de la UE que se hayan empleado de 
forma    fraudulenta. Estos procesos deben ser claros también en los 
casos en los que se va a seguir un proceso civil o penal.

Por otro lado, a modo de elemento disuasorio para los defraudadores, 
se dará visibilidad a las actuaciones sancionadoras y reforzará el 
mensaje de determinación de la aplicación de estas».

Dos. Se modifica el apartado «4.2 Instrumentos de prevención y detección», que pasa a tener la 
siguiente redacción:

«4.2 Instrumentos de prevención

Siguiendo las indicaciones de la Comisión Europea (https://eur-lex.europa.eu/legal-
content/ES/TXT/PDF/?uri=CELEX:52021XC0409(01)&from=ES), y la OLAF, se 
contemplan los siguientes instrumentos para prevenir y detectar los conflictos de 
intereses:

INFORMAR A LAS PARTES IMPLICADAS SOBRE LAS DISTINTAS MODALIDADES DE CONFLICTO 
DE INTERESES

Garantizar que las personas que pudieran estar implicadas en potencial conflicto de 
intereses están informadas sobre lo que es el conflicto de interés, sus distintas 
modalidades, así como las implicaciones y la forma de evitarlo. Las personas que 
pudieran estar implicadas son:

• Los empleados públicos que realizan tareas de gestión, control y pago 
y otros agentes en los que se han delegado alguna/s de esta/s 
función/es.

• Aquellos beneficiarios privados, socios, contratistas y subcontratistas, 
cuyas actuaciones sean financiadas con fondos, que puedan actuar 
en favor de sus propios intereses, pero en contra de los intereses 
financieros de la UE, en el marco de un conflicto de intereses.

Atendiendo a la situación que motivaría el conflicto de intereses, puede distinguirse 
entre:

• Conflicto de intereses aparente: se produce cuando los intereses privados de 
un empleado público o beneficiario son susceptibles de comprometer el 
ejercicio objetivo de sus funciones u obligaciones, pero finalmente no se 
encuentra un vínculo identificable e individual con aspectos concretos de la 
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conducta, el comportamiento o las relaciones de la persona (o una repercusión 
en dichos aspectos).

• Conflicto de intereses potencial: surge cuando un empleado público o 
beneficiario tiene intereses privados de tal naturaleza, que podrían ser 
susceptibles de ocasionar un conflicto de intereses en el caso de que tuvieran 
que asumir en un futuro determinadas responsabilidades oficiales.

• Conflicto de intereses real: implica un conflicto entre el deber público y los 
intereses privados de un empleado público o en el que el empleado público 
tiene intereses personales que pueden influir de manera indebida en el 
desempeño de sus deberes y responsabilidades oficiales. En el caso de un 
beneficiario implicaría un conflicto entre las obligaciones contraídas al solicitar 
la ayuda de los fondos y sus intereses privados que pueden influir de manera 
indebida en el desempeño de las citadas obligaciones.

DECLARACIÓN DE AUSENCIA DE CONFLICTO DE INTERESES (DACI)

Todas las autoridades y el personal al servicio de las entidades del sector público a las 
que resulta de aplicación este plan y que intervengan en la gestión y ejecución de 
subproyectos y actuaciones financiadas con el Mecanismo de Recuperación y Resiliencia 
cumplimentarán una declaración de ausencia de conflicto de intereses

En concreto y tal y como se especifica en el Anexo III.C de la OHFP 1030/2021, deberá 
firmar esta declaración el responsable del órgano de contratación/concesión de 
subvención, el personal que redacte los documentos de licitación/bases y/o 
convocatorias, los expertos que evalúen las solicitudes/ofertas/propuestas, los miembros 
de los comités de evaluación de solicitudes/ofertas/propuestas y demás órganos 
colegiados del procedimiento. En el caso de contrataciones menores, convenios y 
encargos a medios propios, la declaración la cumplimentará la persona titular de la 
unidad proponente o impulsora del expediente y todos aquellos que participen en la 
gestión o ejecución del expediente.

Además, se exigirá la aportación de la DACI cumplimentada a los 
beneficiarios/contratistas/subcontratistas que, dentro de los requisitos de concesión de 
la ayuda, deban llevar a cabo actividades que presenten un conflicto de intereses 
potencial.

En la DACI, la persona declarante deberá poner de manifiesto:

✓ Si en su conocimiento, existe un conflicto de intereses aparente, 
potencial o real vinculado al procedimiento administrativo en el 
que participa.

✓ Si existen circunstancias que pudieran llevarlo a una situación 
de conflicto de intereses aparente, potencial o real en un futuro 
próximo.

✓ Que se compromete a declarar inmediatamente cualquier 
potencial conflicto de intereses en el caso de que alguna 
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circunstancia pueda llevar a dicha conclusión.

En el Anexo V de este documento, se adjunta un modelo de Declaración de Ausencia de 
Conflicto de Intereses (DACI).

DOCUMENTO RELATIVO A LA PREVENCIÓN, DETECCIÓN Y GESTIÓN DEL POSIBLE CONFLICTO DE 
INTERÉS

Se incluye como Anexo VI de este plan de medidas un documento relativo a la 
prevención, detección y gestión del posible conflicto de intereses. En él se da 
información al personal sobre las distintas modalidades de conflicto de intereses, las 
formas de evitarlo y la normativa vigente en relación con esta materia y se recoge el 
procedimiento a seguir en el caso de que se detecte conflicto de intereses. Este 
documento será objeto de publicación en la intranet de las respectivas entidades a las 
que resulta de aplicación este plan, siendo tal publicación comunicada a todo el personal 
de la entidad a través de correo electrónico.

Conforme al procedimiento regulado en la Orden HFP/55/2023, de 24 de enero, los 
empleados mencionados en el artículo 3 de la misma, deberán suscribir una DACI 
específica (se incluye como Anexo IX de este plan), además de la DACI de la Orden 
HFP/1030/2021, al objeto de garantizar su imparcialidad como participantes en el 
proceso de preparación y tramitación de subvenciones y contratos financiados con el 
Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia.

COMPROBACIÓN Y CRUCE DE DATOS

Teniendo en cuenta las normas de protección de datos personales, las entidades 
ejecutoras, utilizarán las bases de datos de los registros mercantiles, organismos 
nacionales y de la UE, expedientes administrativos y de personal y herramientas de 
prospección de datos (data mining).

De acuerdo con la Orden HFP/55/2023, de 24 de enero, aplicable a contratos y 
subvenciones, los responsables de operaciones que se determinan en el artículo 4 de la 
misma, deberán realizar el cruce de datos con el aplicativo de data mining MINERVA, 
siguiendo lo dispuesto en los artículos 4 a 7 de dicha Orden.

A estos efectos, se incluyen el Anexo X (Modelo de confirmación de la ausencia de 
conflicto de interés) y el Anexo XI (Reglas para la selección de solicitudes a someter al 
análisis de riesgo de conflicto de interés en el caso de procedimientos de concesión de 
subvenciones de concurrencia masiva) a este plan.

CATÁLOGO DE INDICADORES (BANDERAS ROJAS)

Seguimiento de un conjunto de indicadores de referencia denominados «banderas 
rojas» para determinar la existencia de fraude. Estos indicadores sirven de alerta de que 
puede estar teniendo lugar un conflicto de interés en la que se requiere una reacción 
inmediata para comprobar si es necesaria alguna acción.
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El mismo catálogo (Anexo IV) utilizado para detectar el fraude, contiene también 
indicadores para detectar las distintas modalidades existentes de conflicto de intereses. 
Dichos indicadores están alineados con la guía práctica de la OLAF en este ámbito.

Evaluación permanente y periódica

En base a los indicadores se realizará una monitorización permanente para evitar y 
detectar de modo temprano los posibles conflictos de intereses.

• Cumplimentación periódica por parte del personal de cuestionarios 
para evaluar si se permanece alerta sobre la posibilidad de entrar en 
conflicto de interés.

• Elaboración de listas de control que se rellenará por parte del 
personal involucrado en la toma de decisiones y, por tanto, 
susceptible de entrar en conflicto de interés».

Tres. Se modifica el apartado «5.2 Procesos e instrumentos», que pasa a tener la siguiente 
redacción:

«5.2 Procesos e instrumentos

AUTOEVALUACIÓN

Cada una de las entidades ejecutoras cumplimentará un cuestionario de autoevaluación 
para garantizar que se cumple un estándar mínimo. El cuestionario de autoevaluación 
se repetirá periódicamente en función del riesgo detectado en los informes de 
resultados. 

En el Anexo II de este documento, se adjunta un test de compatibilidad régimen de 
ayudas del estado y evitar doble financiación (Anexo II.B6 Orden HFP/1030/2021).

Además, como garantía de cumplimiento de este principio se cumplimentará el Anexo 
III.D de la Orden HFP/1030/2021 para cada uno de los instrumentos jurídicos financiados 
por el PRTR.

DECLARACIÓN DE GESTIÓN EN LA SOLICITUD DE PAGO

En el PRTR se contempla realizar varias solicitudes de pago a la Comisión Europea.

Estas solicitudes están asociadas al cumplimiento de hitos y objetivos y las entidades a 
las que resulta de aplicación el presente plan, la suscribirán a través del modelo de 
declaración de Gestión en la solicitud de pago contenida en el Anexo VII.

Los órganos de control supervisarán que los órganos que ejecuten actuaciones del PRTR, 
así como otras entidades a las que se haya encomendado la ejecución de actuaciones 
del PRTR, aporten la mencionada declaración de gestión en relación con la prevención 
del fraude. La periodicidad se adecuará al calendario previsto.

GESTIÓN Y CONTROL INTERNO

Las entidades a las que resulta de aplicación el presente plan, utilizarán su propio 
sistema de control para asegurar que los fondos se han gestionado de acuerdo con la 
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normativa mencionada que eviten la doble financiación (Nivel I y II). Además, la IGAE en 
colaboración con la Oficina de Control Económico (Nivel III), podrá llevar a cabo 
auditorías específicas para comprobar que no se incurre en ayudas de estado y que no 
se produce doble financiación.

Todos los instrumentos jurídicos financiados por el Plan de Recuperación, 
Transformación y Resiliencia incluirán la obligación del beneficiario de informar sobre 
cualesquiera otros fondos que hayan contribuido también a la financiación de mismo 
coste y, además, la obligación de suscribir una Declaración Responsable por parte de los 
beneficiarios/contratistas por la cual se manifiesta que no incurre en doble financiación.

En el caso de subvenciones financiadas por el Plan de Recuperación, Transformación y 
Resiliencia, las entidades concedentes deberán consultar y los órganos gestores 
comprobar, de manera sistemática la Base de Datos Nacional de Subvenciones (BDNS) 
que registra la información relativa a los beneficiarios finales de fondos para evitar la 
doble financiación, así como el Registro General de Subvenciones de la Comunidad 
Autónoma de Euskadi. Estas consultas deben realizarse en el momento inmediatamente 
anterior a que se acuerde la concesión y en el momento inmediatamente anterior a 
reconocerse la obligación y proponerse el pago.

En convocatorias subvencionales de concurrencia masiva, en las que el número de 
beneficiarios sea superior a 100, se deberá realizar un muestreo sobre el total de 
beneficiarios siguiendo una metodología de selección de muestras.

Dentro del control interno se tendrán en cuenta las actuaciones de mayor riesgo que 
puede llevar a cabo cualquier persona física o jurídica interviniente en la medida».

Cuatro. El anexo VII «Test compatibilidad régimen de ayudas del estado y evitar doble 
financiación» se integra como anexo II.B.6 en el anexo II «Evaluación, impacto y probabilidad del 
riesgo», que pasa a tener la siguiente redacción:

«Anexo II -  Evaluación, impacto y probabilidad del riesgo

Test de autoevaluación y riesgo (Anexo II OHFP 1030/2021):

A. Objetivos y procedimiento.

B. Test

1. Elementos esenciales.

2. Control de gestión.

3. Hitos y objetivos.

4. Daños medioambientales.

5. Conflicto de interés, prevención de fraude y la corrupción.

6. Compatibilidad con el régimen de ayudas de Estado y evitar la doble 
financiación.

C. Estimación riesgo: tabla de valoración. 
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Anexo II.A
Objetivos y procedimiento

La aprobación del PRTR conlleva la incorporación de principios y criterios que, en 
algunos casos, no son referencia habitual y sistemática en los procedimientos aplicados 
por las Administraciones Públicas.

Adicionalmente, el alcance y diversidad de las entidades implicadas en el desarrollo de 
los hitos y objetivos de los distintos componentes también plantea nuevos 
requerimientos, en particular la homogeneidad de las prácticas de gestión.

En este contexto, se ha estimado pertinente concretar unas referencias que faciliten la 
aplicación de un estándar en el conjunto del PRTR. Para ello, se ha diseñado un esquema 
de autoevaluación de diversos aspectos críticos para asegurar el mejor cumplimiento de 
los requerimientos establecidos por la normativa comunitaria. Se configura sobre la 
base de una serie de preguntas relativamente sencillas, pero con gran trascendencia en 
cuanto a la exigencia que subyace en cada término, atendiendo a que son garantías 
básicas para la gestión de los proyectos y subproyectos, así como para hacer posible el 
éxito en la consecución de los resultados previstos.

El análisis se estructura en dos bloques:

– El primero, calificado como aspectos esenciales, tiene como finalidad identificar la 
cobertura o no de los mismos, en términos radicales, esto es la consideración o no en la 
estructura orgánica y en los procedimientos. Parece evidente que, en la práctica, es 
imposible cumplir las exigencias establecidas obviando la asignación de recursos 
específicos y la adaptación de los procedimientos al ámbito de gestión. Por ello, las 
respuestas se plantean en términos binarios.

– Respecto al segundo bloque, se configuran test sobre cada uno de los aspectos que se 
consideran críticos. El objetivo es graduar, con la mayor sencillez posible, el nivel de 
adecuación de la estructura orgánica y de los procedimientos disponibles a las 
necesidades, induciendo una reflexión sobre los aspectos que, a priori, serían 
determinantes para abordar con solvencia los requerimientos del PRTR.

El procedimiento de autoevaluación se cierra con la cuantificación del riesgo, a partir de 
las respuestas a los cuestionarios que se plantean, sintetizando el análisis en un valor 
único. El objetivo es alcanzar el nivel de «riesgo bajo».

En el supuesto de que no se alcance, la entidad objeto de análisis debe adoptar medidas 
orientadas a mejorar los requerimientos que subyacen en las distintas cuestiones que 
se plantean en los tests.

Tomando en consideración que las actuaciones a desarrollar para la consecución de los 
hitos y objetivos son susceptibles de revisión por la Autoridad de Control, la Intervención 
General de la Administración del Estado, por el Tribunal de Cuentas, por los Servicios de 
la Comisión Europea y por el Tribunal de Cuentas de la UE, se considera imprescindible 
que la autoevaluación se lleve a cabo de forma recurrente, al menos una vez al año, y 
que el resultado de la misma forme parte de la documentación que se incorpora al 
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sistema. En última instancia, constituye una referencia de acreditación de buenas 
prácticas en la ejecución de los proyectos y subproyectos que desarrollan los 
componentes del PRTR, por lo que a la entrada en vigor de la OM se realizará la primera 
autoevaluación, adoptando en su caso las medidas necesarias para dotar de 
operatividad el modelo de gestión.

Anexo II.B.1
Test aspectos esenciales

Ámbito evaluación
Órgano/Entidad:

Evaluador:

Cargo:

Fecha:

ASPECTOS ESENCIALES 

(el incumplimiento requiere corrección inmediata)
Sí No No 

Procede

A. ¿Considera que tienen cubierta la función de control de 
gestión/auditoría interna?

B. ¿Aplica procedimientos para el seguimiento de hitos, 
objetivos y proyectos?

C. ¿En sus procesos de toma de decisiones, evalúa de forma 
sistemática los principios?

– – –

i. Impactos medioambientales no deseados (Do No Significant 
Harm, DNSH)

ii. Etiquetado digital y etiquetado verde.

iii. Conflicto de interés, fraude y corrupción.

iv Prevención doble financiación.

v. Régimen ayudas de Estado.

vi. Identificación de beneficiarios, contratistas y 
subcontratistas.

vii Comunicación.

Anexo II.B.2
Análisis por áreas, grado de cumplimiento y riesgo

Área: Control de Gestión/ Auditoría Interna.
GRADO DE 

CUMPLIMIENT
OPREGUNTA

4 3 2 1
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1. ¿Dispone de un servicio o recursos humanos específicos?

2. ¿Aplican procedimientos claramente definidos?

3. ¿Elaboran un Plan de Control y se evalúa su ejecución?

4. ¿Documentan los trabajos realizados y se elaboran informes del 
resultado?

5. ¿Se elevan los resultados obtenidos a la Dirección o a los 
Responsables?

6. ¿Analizan la aplicación de medidas correctoras?

7. ¿Han elaborado un Plan de Control en relación con el PRTR?

8. ¿Asegura la aplicación de medidas correctoras en el corto plazo?

9. ¿Realizan trabajos de validación específicos sobre el Informe de 
Gestión?

10. ¿Cuál es la valoración del Control de Gestión por los auditores 
externos?

Subtotal puntos.

Puntos totales.

Puntos máximos. 40

Puntos relativos (puntos totales/puntos máximos).

Nota: 4 equivale al máximo cumplimiento, 1 al mínimo.

Anexo II.B.3
Test hitos y objetivos

GRADO DE 
CUMPLIMIENT

OPREGUNTA

4 3 2 1

1. ¿Se dispone de experiencia previa en gestión por objetivos?

2. ¿Se aplican procedimientos para gestionar los hitos y objetivos? (A 
estos efectos, se proporciona un cuestionario en el anexo III.A)

3. ¿Se ha recibido formación para la gestión de hitos y objetivos?
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4. ¿Se dispone de recursos humanos específicos para suministrar la 
información de hitos y objetivos en el Sistema de Información de 
Gestión y Seguimiento?

Subtotal puntos.

Puntos totales.

Puntos máximos. 16

Puntos relativos (puntos totales/puntos máximos).

Nota: 4 equivale al máximo cumplimiento, 1 al mínimo.

Anexo II.B.4
Test daños medioambientales

GRADO DE 
CUMPLIMIENT

OPREGUNTA

4 3 2 1

1. ¿Se aplican procedimientos para valorar el cumplimiento del principio 
de «no causar un perjuicio significativo»? (A estos efectos, se 
proporciona un modelo de lista de comprobación o check-list anexo 
III.B)

2. ¿Se dispone de recursos humanos específicos para realizar esta 
tarea?

3. ¿Se carece de incidencias previas en relación con el cumplimiento del 
principio de «no causar un perjuicio significativo»?

4. ¿Se constata la realización del análisis sobre el cumplimiento del 
principio de «no causar un perjuicio significativo» por todos los niveles 
de ejecución?

Subtotal puntos

Puntos totales

Puntos máximos 16

Puntos relativos (Puntos totales / Puntos máximos)

Nota: 4 equivale al máximo cumplimiento, 1 al mínimo.
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Anexo II.B.5
Test de conflicto de interés, prevención del fraude y la corrupción

GRADO DE 
CUMPLIMIENT

OPREGUNTA

4 3 2 1

1. ¿Se dispone de un «Plan de medidas antifraude» que le permita a la 
entidad ejecutora o a la entidad decisora garantizar y declarar que, en su 
respectivo ámbito de actuación, los fondos correspondientes se han 
utilizado de conformidad con las normas aplicables, en particular, en lo 
que se refiere a la prevención, detección y corrección del fraude, 
¿la corrupción y los conflictos de intereses?

2. ¿Se constata la existencia del correspondiente «Plan de medidas 
antifraude» en todos los niveles de ejecución?

Prevención

3. ¿Dispone de una declaración, al más alto nivel, donde se comprometa 
a luchar contra el fraude?

4. ¿Se realiza una autoevaluación que identifique los riesgos

específicos, su impacto y la probabilidad de que ocurran y se revisa 
periódicamente?

5. ¿Se difunde un código ético y se informa sobre la política de 
obsequios?

6. ¿Se imparte formación que promueva la Ética Pública y que facilite la 
detección del fraude?

7. ¿Se ha elaborado un procedimiento para tratar los conflictos de 
intereses?

8. ¿Se cumplimenta una declaración de ausencia de conflicto de 
intereses por todos los intervinientes?

Detección

9. ¿Se han definido indicadores de fraude o señales de alerta (banderas 
rojas) y se han comunicado al personal en posición de detectarlos?

10. ¿Se utilizan herramientas de prospección de datos o de puntuación 
de riesgos?

11. ¿Existe algún cauce para que cualquier interesado pueda presentar

denuncias?

12. ¿Se dispone de alguna Unidad encargada de examinar las denuncias 
y proponer medidas?
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Corrección

14. ¿Se evalúa la incidencia del fraude y se califica como sistémico o 
puntual?

GRADO DE 
CUMPLIMIENT

OPREGUNTA

4 3 2 1

15. ¿Se retiran los proyectos o la parte de los mismos afectados por el 
fraude y financiados o a financiar por el MRR?

Persecución

16. ¿Se comunican los hechos producidos y las medidas adoptadas a la  
entidad ejecutora, a la entidad decisora o a la Autoridad Responsable, 
según proceda?

17. ¿Se denuncian, en los casos oportunos, los hechos punibles a las 
Autoridades Públicas nacionales o de la Unión Europea o ante la fiscalía 
y los tribunales competentes?

Subtotal puntos

Puntos totales

Puntos máximos 64

Puntos relativos (Puntos totales / Puntos máximos)

Nota: 4 equivale al máximo cumplimiento, 1 al mínimo.

Anexo II.B.6
Test compatibilidad régimen de ayudas de estado y evitar doble financiación

Ayudas de Estado

GRADO DE 
CUMPLIMIENTOPREGUNTA

4 3 2 1
1. ¿Se aplican procedimientos para valorar la necesidad de notificación 
previa/comunicación de las ayudas a conceder en su ámbito y, en su caso, para realizar la 
oportuna notificación previa/comunicación de manera que se garantice el respeto a la 
normativa comunitaria sobre Ayudas de Estado? (A estos efectos, se proporciona un 
modelo de lista de comprobación o check-list).
2. ¿Se dispone de recursos humanos específicos para realizar esta  tarea?
3. ¿Se carece de incidencias previas en relación con el cumplimiento de la normativa 
sobre Ayudas de Estado?
4. ¿Se constata la realización del análisis sobre el respeto a la normativa de Ayudas de 
Estado por todos los niveles de ejecución?
Subtotal puntos
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Puntos totales
Puntos máximos 16
Puntos relativos (Puntos totales / Puntos  máximos)

Nota: 4 equivale al máximo cumplimiento, 1 al mínimo

Doble financiación
GRADO DE 

CUMPLIMIENTOPREGUNTA
4 3 2 1

1. ¿Se aplican procedimientos para valorar la posible existencia, en su ámbito de gestión, 
de doble financiación en la ejecución del PRTR? (A estos efectos, se proporciona un 
modelo de lista de comprobación o check-list).
2. ¿Se dispone de recursos humanos específicos para realizar esta tarea?
3. ¿Se carece de incidencias previas en relación con doble financiación (en el marco del 
MRR o de cualquier otro fondo europeo)?
4. ¿Se constata la realización del análisis sobre la posible existencia de doble financiación 
por todos los niveles de ejecución?

Subtotal puntos
Puntos totales
Puntos máximos 16
Puntos relativos (Puntos totales / Puntos máximos)

Nota: 4 equivale al máximo cumplimiento, 1 al mínimo.

Estimación de riesgo: Tabla de valoración

Nota: Valores de referencia.

Riesgo bajo: Total Valor asignado ≥90
Riesgo medio: Total Valor asignado ≥80
Riesgo alto: Total Valor asignado ≥70

El Total Valor asignado se calcula sumando el valor asignado (c) de cada 
área, que se obtiene multiplicando los puntos relativos (a), obtenidos en el 
test correspondiente, por el factor de ponderación (b)».

Cinco. Se modifica el anexo IV «Catálogo de indicadores (banderas rojas)», que pasa a tener la 
siguiente redacción: 

Área (a) Puntos relativos (b) Factor de Ponderación (c) Valor asignado
Control de Gestión. 18%
Hitos y Objetivos. 34%
Daños Medioambientales. 12%
Conflicto de Interés, Prevención del 
Fraude y la Corrupción.

12%

Compatibilidad Régimen de 
Ayudas de Estado.

12%

Evitar Doble Financiación. 12%
Total. N/A 100%
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«Las banderas rojas son señales de alarma, pistas o indicios de posible fraude. La 
existencia de una bandera roja no implica necesariamente la existencia de fraude, pero 
sí indica que una determinada área de actividad necesita atención extra para descartar 
o confirmar un fraude potencial.

A continuación, se relaciona un listado no exhaustivo de ejemplos de banderas rojas, 
clasificadas por tipología de prácticas potencialmente fraudulentas.

1.  FRAUDE EN LOS CONTRATOS Y CONTRATACIÓN PÚBLICA

1.1. Corrupción, sobornos y comisiones ilegales

DESCRIPCIÓN:

Los sobornos y las comisiones ilegales consisten en dar o recibir alguna «cosa de 
valor» para influir en un acto administrativo o una decisión empresarial.

INDICADORES DE FRAUDE:

• Existe una relación social estrecha entre un empleado contratante y un 
prestador de servicios o proveedor.

• Se producen cambios indocumentados o frecuentes en los contratos 
que aumentan el valor de éstos.

• El patrimonio del empleado contratante aumenta inexplicada o 
repentinamente.

• Algún empleado contratante tiene un negocio externo encubierto.
• El contratista tiene fama en el sector de pagar comisiones ilegales.
• Algún empleado contratante rehúsa la promoción a un puesto no 

relacionado con la contratación pública.
• Algún empleado contratante no presenta o rellena una declaración 

de ausencia de conflicto de interés.

1.2. Conflicto de intereses

DESCRIPCIÓN:

Cuando un empleado de la organización contratista tiene algún interés financiero 
encubierto en un contrato se produce una situación de conflicto de intereses.

INDICADORES DE FRAUDE:

• Algún empleado contratante no presenta o rellena una declaración 
de ausencia de conflicto de interés.

• Algún empleado contratante parece dirigir un negocio aparte o tiene 
familiares que trabajan en una sociedad que puede concursar.

• Se elige un procedimiento negociado, a pesar de que es posible un 
procedimiento abierto.

• Algún contratista se beneficia de un favoritismo inexplicado o fuera de 
lo corriente. Se acepta continuamente trabajo caro, de baja calidad, 
etc.

• Algún empleado contratante rehúsa la promoción a un puesto no 
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relacionado con la contratación pública.
• Existe socialización entre un empleado encargado de la contratación y 

un proveedor de servicios o productos.
• Aumento inexplicable o súbito de la riqueza o nivel de vida del 

empleado encargado de la contratación.
• La persona encargada de redactar los documentos de la licitación o 

un alto funcionario insiste en contratar a una empresa externa para 
ayudar a redactar la documentación, aunque no sea necesario.

• Algún empleado del órgano de contratación ha trabajado para una 
empresa que puede participar en el concurso justo antes de 
incorporarse al órgano de contratación.

1.3. Especificaciones y pliegos amañados a favor de un licitador

DESCRIPCIÓN:

Los pliegos contienen especificaciones adaptadas a las cualificaciones de un licitador 
determinado, o que sólo puede cumplir un licitador.

INDICADORES DE FRAUDE:

• Se presenta una única oferta o número anormalmente bajo de 
proposiciones optando a la licitación;

• Las prescripciones de los pliegos son considerablemente más 
restrictivas o más generales que las aprobadas en procedimientos 
previos similares;

• Existen especificaciones fuera de los común o poco razonables;
• Existe una extraordinaria similitud entre los pliegos rectores del 

procedimiento y los productos o servicios del contratista ganador;
• Existen quejas de otros licitadores;
• Existe un número elevado de adjudicaciones a un mismo proveedor;
• Existen relaciones o contactos personales entre el personal 

contratante y algunos licitadores;
• El poder adjudicador define un producto de una marca concreta en 

lugar de un producto genérico.
1.4. Licitaciones colusorias

DESCRIPCIÓN: 

Algunos contratistas de una zona geográfica o región o de un sector industrial 
determinado conspiran para vencer a la competencia y aumentar los precios mediante 
diferentes mecanismos colusorios de licitación.

INDICADORES DE FRAUDE:

• El adjudicatario subcontrata a los licitadores perdedores;
• Todos los licitadores ofertan precios altos de forma continuada;
• La oferta ganadora es demasiado alta en comparación con los costes 

previstos, con las listas de precios públicas, con obras o servicios 
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similares o promedios de la industria, o con precios de referencia del 
mercado;

• Los precios de las ofertas bajan bruscamente cuando nuevos 
licitadores participan en el procedimiento;

• Los adjudicatarios se reparten/turnan por región, tipo de trabajo, tipo 
de obra;

• Existen patrones de ofertas inusuales. Por ejemplo, las ofertas tienen 
porcentajes exactos de rebaja, la oferta ganadora está justo debajo 
del umbral de precios aceptables, se oferta exactamente al 
presupuesto del contrato, los precios de las ofertas son demasiado 
altos, demasiado próximos, muy distintos, números redondos, 
incompletos, etc.;

1.5. Filtración de datos

DESCRIPCIÓN: 

El personal encargado de la contratación, el diseño del proyecto o la evaluación de las 
ofertas filtra información confidencial para ayudar a un licitador a formular una 
propuesta técnica o financiera.

INDICADORES DE FRAUDE:

• Alguna oferta se ha abierto antes de tiempo;
• La oferta económica ganadora se sitúa justo por debajo de la 

siguiente;
• El control de los procedimientos de licitación es escaso; p. ej., los 

plazos no se aplican;
• Se aceptan ofertas tardías;
• La última oferta presentada es la más baja;
• Todas las ofertas se rechazan y el contrato se vuelve a sacar a 

licitación;

1.6. Manipulación de las ofertas presentadas

DESCRIPCIÓN: 

El personal de contratación manipula las ofertas recibidas para asegurarse de que se 
selecciona a un contratista determinado (cambiando ofertas, «perdiéndolas», 
invalidándolas por supuestos errores en las especificaciones, etc.).

INDICADORES DE FRAUDE:

• Existen indicios de cambios en las ofertas después de la recepción;
• Existen quejas de los licitadores;
• Existe una falta de control y/o inadecuados procesos de licitación;
• Se han excluido ofertas por errores;
• Hay algún licitador que esté capacitado y que haya sido descartado 

por razones dudosas;
• El procedimiento no se declara desierto y vuelve a convocarse pese 
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a que se recibieron menos ofertas que el número mínimo requerido.

1.7. Fraccionamiento del gasto

DESCRIPCIÓN: 

El personal contratante divide una compra en dos o más pedidos o contratos para evitar 
la competencia o las revisiones de directivos de alto nivel.

INDICADORES DE FRAUDE:

• Se aprecian dos o más adquisiciones con similar objeto efectuadas a 
idéntico adjudicatario por debajo de los límites admitidos para la 
utilización de procedimientos de adjudicación directa 

• Existen compras secuenciales justo por debajo de los umbrales de 
obligación de publicidad de las licitaciones;

• Se da una separación injustificada de las compras, por ejemplo, 
contratos separados para mano de obra y materiales, estando ambos 
por debajo de los umbrales de licitación abierta;

1.8. Incumplimiento del principio de adicionalidad

DESCRIPCIÓN: 

El contrato se financia por dos o más fondos, produciéndose un lucro o exceso de 
financiación.

INDICADORES DE FRAUDE:

• Existe un exceso en la cofinanciación de las operaciones;
• Existen varios cofinanciadores que financian el mismo proyecto;

1.9. Incumplimiento en la formalización del contrato

DESCRIPCIÓN: 

Irregularidades en la formalización del contrato de manera que no se ajusta con 
exactitud a las condiciones de la licitación o se alteran los términos de la 
adjudicación.

INDICADORES DE FRAUDE:

• El contrato formalizado altera los términos de la adjudicación;
• Existen demoras injustificadas para firmar el contrato por el órgano 

de contratación y el adjudicatario;
• Falta de publicación del anuncio de formalización;

1.10. Mezcla de contratos

DESCRIPCIÓN: 

Un contratista con diversos pedidos similares carga los mismos costes dando lugar 
a una sobrefacturación.

INDICADORES DE FRAUDE:

• Se presentan facturas similares en el marco de diferentes tareas o 
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contratos;
• El mismo contratista factura por más de una tarea en el mismo 

periodo.

1.11. Afectación indebida de costes

DESCRIPCIÓN: 

Un contratista comete fraude intencionadamente cargando costes que no son 
admisibles o razonables, o que no se pueden asignar, directa ni indirectamente, a un 
contrato. Los costes laborales son más susceptibles de ser cargados indebidamente que 
los de material, pues teóricamente el trabajo de un empleado se puede cargar a 
cualquier contrato.

INDICADORES DE FRAUDE:

• Se afectan cargas laborales incoherentes con el progreso del contrato;
• Existen cambios evidentes en las fichas horarias;
• Se afectan cargas laborales excesivas o fuera de lo común;
• En las fichas horarias hay cambios evidentes;
• Resulta imposible encontrar las fichas horarias;
• Los mismos costes de material se afectan a más de un contrato;
• Se afectan costes indirectos como costes directos.

1.12. Fijación inadecuada de los precios

DESCRIPCIÓN: 

La fijación inadecuada de los precios se produce cuando el contratista no revela en sus 
propuestas de precios los datos actuales, completos y precisos relativos a los costes o la 
fijación de precios, lo que da lugar a un encarecimiento del contrato.

INDICADORES DE FRAUDE:

• Se ha negado algún contratista a presentar documentos justificativos 
de los costes, retrasa su entrega o es incapaz de presentarlos;

• Presenta algún contratista documentación inadecuada o incompleta;
• La información sobre la fijación de precios es obsoleta;
• Los precios parecen elevados comparados con los de contratos 

similares, las listas de precios o los precios medios del sector.

1.13. Incumplimiento de las especificaciones del contrato

DESCRIPCIÓN: 

Los contratistas que incumplen las especificaciones del contrato y fingen que las han 
cumplido cometen fraude.

INDICADORES DE FRAUDE:

• La calidad y/o resultados son malos y/o hay un número elevado de 
reclamaciones;

• Los resultados de las comprobaciones discrepan de las 
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especificaciones del contrato;
• Faltan documentos que certifiquen las pruebas e inspecciones;
• En los registros de gastos del contratista se constata que éste, por 

ejemplo, no ha comprado los materiales necesarios para las obras, no 
posee y no ha arrendado el equipo necesario o no contaba con la 
mano de obra necesaria en el lugar de trabajo

1.14. Facturas falsas, infladas o duplicadas

DESCRIPCIÓN: 

Un contratista presenta intencionadamente facturas falsas, infladas o duplicadas, 
actuando por su cuenta o en colusión con el personal contratante a resultas de la 
corrupción.

INDICADORES DE FRAUDE:

• Faltan los recibos de los bienes o servicios facturados;
• El pedido de los bienes o servicios facturados es dudoso o no existe;
• Los bienes o servicios facturados no se encuentran en el inventario o no 

se puede dar cuenta de ellos;
• Los registros del contratista no recogen que el trabajo se haya 

realizado o que se haya incurrido en los costes necesarios;
• Los precios, importes, descripciones de artículos o condiciones son 

excesivos o no coinciden con los del objeto del contrato, el pedido, el 
registro de recibos, el inventario o los registros de uso;

• Existen múltiples facturas con el mismo importe;
• Se han hecho subcontrataciones en cascada;
• Se han realizado pagos en efectivo;
• Se han realizado pagos a empresas inscritas en paraísos fiscales.

1.15. Prestadores de servicios fantasmas

DESCRIPCIÓN: 

Los contratistas crean empresas fantasmas para presentar ofertas complementarias 
en colusión, inflar los costes o generar facturas ficticias.

INDICADORES DE FRAUDE:

• En algún caso las direcciones de los proveedores de servicios no se 
encuentran;

• En algún caso el proveedor de servicios no se puede localizar en los 
directorios de empresas, en Internet, Google u otros motores de 
búsqueda, etc.;

• Las direcciones o números de teléfono de la lista presentada por el 
prestador de servicios son falsas;

• Se recurre a una empresa inscrita en un paraíso fiscal.
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1.16. Sustitución de productos

DESCRIPCIÓN: 

Se trata de la sustitución de los artículos especificados en el contrato por otros de 
calidad inferior, sin el conocimiento del comprador.

INDICADORES DE FRAUDE:

• Existe diferencia significativa entre los costes estimados y los costes 
reales de los materiales;

• El aspecto esperado de los productos difiere del real;
• Se usan embalajes no habituales o genéricos. Por ejemplo, envoltorio, 

colores o dibujo diferentes de los habituales;
• Existen diferencias entre los números de identificación de los 

productos y los publicados, los que constan en el catálogo o el sistema 
de numeración;

• El número de fallos detectados en las pruebas de funcionamiento es 
superior a la media, son necesarios recambios tempranos o los costes 
de mantenimiento o reparación son elevados;

• Los certificados de cumplimiento están firmados por una persona no 
cualificada o no certificada;

• Los números de serie no son habituales o están borrados y/o los 
números de serie no coinciden con el sistema de numeración legítimo 
del fabricante;

• Los números de los artículos o las descripciones que constan en el inventario de 
la factura no coinciden con lo previsto en el pedido.

1.17. Pérdida de pista de auditoría

DESCRIPCIÓN: 

El organismo no cumple con los requisitos establecidos en la normativa europea, nacional 
y/o autonómico referente a la pista de auditoría.

INDICADORES DE FRAUDE:

• El organismo ha obviado la correcta documentación de la 
contratación que permita garantizar la pista de auditoría;

• La contratación elude la forma en la que deben documentarse los 
distintos gastos derivados de la operación;

• Se ha cumplido con la obligación de conservación de documentos;

2. FRAUDE EN LAS SUBVENCIONES O AYUDAS

2.1. Corrupción, sobornos y comisiones ilegales

DESCRIPCIÓN: 

Los sobornos y las comisiones ilegales consisten en dar o recibir alguna «cosa de 
valor» para influir en un acto administrativo o una decisión empresarial. 
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INDICADORES DE FRAUDE:

• Existe una relación social estrecha entre un miembro del Comité de 
Evaluación y un beneficiario de la ayuda o subvención.

• Algún empleado concedente de la subvención rehúsa la promoción 
a un puesto no relacionado con la concesión de subvenciones o 
ayudas.

• El patrimonio de algún empleado concedente de la subvención 
aumenta inexplicada o repentinamente.

• El beneficiario tiene fama en el sector de pagar sobornos.
• Algún empleado concedente de subvenciones o ayudas no presenta 

o rellena una declaración de ausencia de conflicto de interés.

2.2. Conflicto de intereses

DESCRIPCIÓN: 

Cuando un empleado de la organización concedente de subvenciones o ayudas tiene 
algún interés financiero encubierto en una subvención se produce una situación de 
conflicto de intereses.

INDICADORES DE FRAUDE:

• Algún destinatario de una ayuda se beneficia de un favoritismo 
inexplicado o fuera de lo corriente.

• Algún empleado concedente parece dirigir un negocio aparte o tiene 
familiares que trabajan en una sociedad que puede concurrir en la 
convocatoria.

• Algún empleado concedente no presenta o rellena una declaración 
de ausencia de conflicto de interés.

• Algún empleado concedente rehúsa la promoción a un puesto no 
relacionado con la concesión de subvenciones o ayudas.

• Existe un aumento inexplicable o súbito de la riqueza o nivel de vida 
de algún empleado encargado de la concesión de ayudas.

• La persona encargada de redactar los documentos de la convocatoria 
o un alto funcionario insiste en contratar a una empresa externa para 
ayudar a redactar la documentación, aunque no sea necesario.

2.3. Especificaciones pactadas

DESCRIPCIÓN: 

Las convocatorias contienen especificaciones adaptadas a las cualificaciones de un 
solicitante de ayuda determinado, o que sólo puede cumplir un solicitante.

INDICADORES DE FRAUDE:

• Sólo un solicitante o pocos solicitantes responden a la convocatoria 
de ofertas.

• Otros solicitantes presentan reclamaciones.
• Las especificaciones son considerablemente más estrictas o más 
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generales que       en anteriores convocatorias similares.
• Existen especificaciones fuera de lo común o poco razonables.
• Hay un número elevado de concesiones a un único beneficiario.
• Durante el proceso de concesión existen relaciones o contactos 

personales entre el personal concedente y algunos solicitantes.

2.4. Filtración de datos

DESCRIPCIÓN: 

El personal encargado de la concesión o evaluación de las solicitudes filtra  información 
confidencial para ayudar a un solicitante.

INDICADORES DE FRAUDE:

• El control de los procedimientos de concesión es escaso. Por ejemplo, 
los plazos no se aplican.

• Se aceptan solicitudes fuera de plazo.
• Existe un comportamiento inusual por parte de un empleado que 

insista en obtener información sobre el procedimiento de concesión 
sin estar a cargo del procedimiento.

• Durante el periodo de solicitud, el beneficiario se ha comunicado en 
privado por correo electrónico o algún otro medio con el personal 
encargado de la concesión.

2.5. Manipulación de las ofertas presentadas

DESCRIPCIÓN: 

El personal de contratación manipula las solicitudes recibidas para asegurarse de que 
se selecciona a un solicitante determinado.

INDICADORES DE FRAUDE:

• Se invalida alguna solicitud por contener errores.
• Algún solicitante que cumple los requisitos queda descartado por 

alguna razón cuestionable.
• Otros solicitantes presentan reclamaciones.
• Los procedimientos de concesión se someten a procedimientos 

escasos e inadecuados.
• Hay indicios de cambios en solicitudes recibidas, documentos 

oficiales o certificados de recepción.
• Los miembros del comité de evaluación no tienen el conocimiento 

necesario para evaluar las solicitudes presentadas y están dominados 
por un único individuo.

2.6. Incumplimiento del principio de adicionalidad

DESCRIPCIÓN: 

El beneficiario recibe ayudas provenientes del mismo fondo, pero de distintos 
organismos, produciéndose un lucro o exceso de financiación.
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INDICADORES DE FRAUDE:

• Las bases reguladoras de la convocatoria no indican si se trata de una 
ayuda de estado, en su caso.

• La convocatoria no define la incompatibilidad de la ayuda con otros 
tipos de financiación.

• Falta la documentación que soporte la financiación recibida de 
terceros.

• Falta un control de gastos por parte del beneficiario que permita 
identificar los gastos e ingresos imputados a la operación.

• Existe un exceso en la cofinanciación de las operaciones.
• Existen varios cofinanciadores que financian el mismo proyecto.
• Falta el carácter finalista de la financiación aportada por terceros, no 

existiendo un criterio de reparto de la misma.
• No existe un control de los hitos y/u objetivos asignados al proyecto 

por parte del beneficiario.

2.7. Afectación indebida de costes

DESCRIPCIÓN: 

Un beneficiario comete fraude intencionadamente cargando costes que no son 
admisibles o razonables, o que no se pueden asignar, directa ni indirectamente, a una 
subvención.

INDICADORES DE FRAUDE:

• Se afectan cargas laborales incoherentes con el progreso del 
proyecto;

• En las fichas horarias hay cambios evidentes;
• Se afectan cargas laborales excesivas o fuera de lo común;
• Resulta imposible encontrar las fichas horarias;
• Los mismos costes de material se afectan a más de un proyecto;
• Se afectan costes indirectos como costes directos.

2.8. Fijación inadecuada de los precios

DESCRIPCIÓN: 

La fijación inadecuada de los precios se produce cuando el beneficiario no revela en sus 
propuestas de precios los datos actuales, completos y precisos relativos a  los costes o la 
fijación de precios, lo que da lugar a un encarecimiento del proyecto.

INDICADORES DE FRAUDE:

• Se ha negado algún beneficiario a presentar los documentos 
justificativos de los costes, retrasa su entrega o es incapaz de 
presentarlos;

• Presenta algún beneficiario documentación inadecuada o 
incompleta;

• La información sobre la fijación de precios es obsoleta;
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• Los precios parecen elevados comparados con los de contratos 
similares, las listas de precios o los precios medios del sector.

2.9. Incumplimiento de las especificaciones de la convocatoria

DESCRIPCIÓN: 

Los beneficiarios que incumplen las especificaciones de la convocatoria y     fingen que 
las han cumplido cometen fraude.

INDICADORES DE FRAUDE:

• Los fondos no han sido destinados a la finalidad establecida en la 
normativa reguladora de la subvención por parte del beneficiario.

• La calidad y los resultados son malos y hay un número elevado de 
reclamaciones;

• Faltan documentos que certifiquen las pruebas e inspecciones;
• Los resultados de las pruebas e inspecciones discrepan de las 

especificaciones del proyecto;
• En los registros de gastos del beneficiario se constata que éste, por 

ejemplo, no ha comprado los materiales necesarios para las obras, no 
posee y no ha arrendado el equipo necesario o no contaba con la 
mano de obra necesaria en el lugar de trabajo

2.10. Facturas falsas, infladas o duplicadas

DESCRIPCIÓN: 

Un beneficiario presenta intencionadamente facturas falsas, infladas o duplicadas, 
actuando por su cuenta o en colusión con el personal contratante a resultas de la 
corrupción.

INDICADORES DE FRAUDE:

• Faltan los recibos de los bienes o servicios facturados.
• Existen facturas con el mismo importe, el mismo número de factura, 

la misma fecha, etc.
• Los solicitantes presentan declaraciones falsas en sus solicitudes, 

como declaraciones firmadas, informes financieros, compromisos, 
etc.

• Los bienes o servicios facturados no se encuentran en el inventario o no 
se puede dar cuenta de ellos.

• El pedido de los bienes o servicios facturados es dudoso o no existe.
• Los registros del beneficiario no recogen que el trabajo se haya 

realizado o que se haya incurrido en los costes necesarios.
• Los precios, importes, descripciones de artículos o condiciones son 

excesivos o no coinciden con los del objeto de la concesión, el pedido, 
el registro de recibos, el inventario o los registros de uso.

• Se han hecho subcontrataciones en cascada.
• Se han realizado pagos en efectivo
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• Se han realizado pagos a empresas inscritas en paraísos fiscales

2.11. Limitación de la concurrencia

DESCRIPCIÓN: 

El organismo no da la suficiente difusión a las bases reguladoras o a la convocatoria, no 
se definen con claridad los requisitos que deben cumplir los beneficiarios o destinatarios 
de las ayudas, no se respetan los plazos establecidos o no se publican los baremos 
cuando resultan de aplicación.

INDICADORES DE FRAUDE:

• Las bases reguladoras y la convocatoria no se difunden cumpliendo 
con los principios de publicidad y transparencia exigidos legalmente.

• Los requisitos que deben cumplir los beneficiarios no quedan claros.
• Se rechazan solicitudes por una supuesta entrega fuera de plazo 

cuando han sido presentadas en plazo o se han presentado solicitudes 
fuera de plazo y han sido aceptadas.

• En las bases reguladoras de la convocatoria no se incluyen los 
baremos para la valoración de las solicitudes.

• El beneficiario o destinatario de las ayudas incumple la obligación de 
garantizar la concurrencia en caso de que necesite negociar con 
proveedores.

2.12. Perdida de pista de auditoria

DESCRIPCIÓN: 

El organismo no cumple con los requisitos establecidos en la normativa europea, 
nacional y/o autonómico referente a la pista de auditoría.

INDICADORES DE FRAUDE:

• El organismo ha obviado la correcta documentación de la operación 
que permitirá garantizar la pista de auditoría.

• La convocatoria elude la forma en que deben documentarse los 
distintos gastos derivados de la operación.

• Falta en la convocatoria una definición clara y precisa de los gastos 
elegibles y la obligación de la consignación de documentos.

• Falta en la convocatoria el método del cálculo de costes que debe 
aplicarse en los proyectos.

3. FRAUDE EN LOS CONVENIOS

3.1. El convenio tiene por contenido prestaciones propias de los contratos

DESCRIPCIÓN: 

Celebración de convenios para eludir un procedimiento de contratación o eludiendo los 
requisitos de validez de este instrumento jurídico.

INDICADORES DE FRAUDE:

• El convenio tiene por contenido prestaciones propias de los 



36

contratos.
• El contenido del convenio supone la cesión de la titularidad de la 

competencia.
• Se celebran convenios con entidades privadas.

3.2. Incumplimiento del procedimiento o de los requisitos legales del 
convenio

DESCRIPCIÓN: 

Celebración de un convenio con incumplimiento del procedimiento legalmente 
establecido para ello, o incumpliendo determinados trámites o requisitos legales.

INDICADORES DE FRAUDE:

• Faltan trámites preceptivos.
• Existe falta de competencia legal.
• Existe falta de realización de las actuaciones objeto del convenio sin 

causa justificada o falta de liquidación de las aportaciones financieras.
• Existe un incumplimiento de las obligaciones de publicidad y 

comunicación de los convenios.
• Las aportaciones financieras no son adecuadas.

3.3. Conflictos de interés

DESCRIPCIÓN: 

El ejercicio imparcial y objetivo de las funciones del personal que interviene en la 
adopción o la firma del convenio se ve comprometido por razones familiares, afectivas, 
de afinidad política o nacional, de interés económico o por cualquier otro motivo directo 
o indirecto de interés personal.

INDICADORES DE FRAUDE:

• Existen convenios recurrentes.
• Existen indicios de la existencia de algún tipo de vinculación entre las 

partes firmantes del convenio.

3.4. Limitación de la concurrencia en la selección de entidades 
colaboradoras

DESCRIPCIÓN: 

En el caso de convenios con entidades colaboradoras para instrumentar una subvención, 
la selección de la entidad colaboradora de derecho privado no se ha realizado siguiendo 
los principios establecidos.

INDICADORES DE FRAUDE:

• Se incumple la obligación de garantizar la concurrencia y/ el resto de 
los principios aplicables en la selección de la entidad colaboradora de 
derecho privado.
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3.5. Limitación de la concurrencia en el caso de ejecución del convenio por 
terceros

DESCRIPCIÓN: 

En el caso de convenios con entidades colaboradoras para instrumentar una 
subvención, la entidad colaboradora no garantiza la elección de proveedores a través 
de un proceso de concurrencia competitiva.

INDICADORES DE FRAUDE:

• Se incumple la obligación de garantizar la concurrencia cuando la 
ejecución del convenio de colaboración se está llevando a cabo por 
terceros.

3.6. Perdida de pista de auditoría

DESCRIPCIÓN: 

El organismo no cumple con los requisitos establecidos en la normativa europea, 
nacional y/o autonómica referente a la pista de auditoría.

INDICADORES DE FRAUDE:

• Existe falta de pista de auditoría.
• Se incumple la obligación de conservar los documentos.
• No se garantiza el compromiso de sujeción de los controles de los organismos 

europeos por los perceptores finales.

4. FRAUDE EN LOS ENCARGOS A MEDIOS PROPIOS

4.1. Falta de justificación del encargo a medios propios

DESCRIPCIÓN: 

No se justifica que el encargo al medio propio sea la solución más adecuada uy eficiente 
desde el punto de vista de la buena gestión financiera y de legalidad.

INDICADORES DE FRAUDE:

• La justificación del recurso al MP es insuficiente.
• Falta justificación de las necesidades a cubrir y del objeto del encargo.
• No existen procedimientos para llevar a cabo los encargos a medios 

propios.
• Existe una ejecución de forma paralela de las actividades semejantes 

con recursos propios o de actividades recurrentes que se repiten cada 
año.

• Existen, de manera clara, recursos infrautilizados que podrían 
destinarse a los proyectos o actuaciones incluidas en el encargo al 
medio propio.

4.2. Incumplimiento por el medio propio de los requisitos para serlo

DESCRIPCIÓN: 

No se cumplen los requisitos para ser medio propio personificado o el medio propio ha 
perdido esa condición.
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INDICADORES DE FRAUDE:

• El medio propio no cumple los requisitos para serlo.
• El medio propio no figura publicado en la Plataforma de Contratación.

4.3. Falta de justificación en la selección del medio propio

DESCRIPCIÓN: 

La selección del medio propio concreto al que se realiza el encargo no está 
adecuadamente justificada, lo que puede afectar al riesgo de cumplimiento, de buena 
gestión financiera, de fraude o corrupción por selección de un medio propio 
inadecuado.

INDICADORES DE FRAUDE:

• Falta una lista actualizada de medios propios.
• El objeto del medio propio al que se realiza el encargo no coincide con 

el tipo de actividades que se le han encargado.
• Existe una concentración de encargos en un medio propio.

4.4. Aplicación incorrecta de tarifas y costes

DESCRIPCIÓN: 

Falta de justificación o aplicación incorrecta de las tarifas y costes en la 
elaboración del presupuesto.

INDICADORES DE FRAUDE:

• Existe una aplicación incorrecta de las tarifas aplicadas en la 
elaboración del presupuesto.

• Se aplica el IVA cuando se trata de una operación no sujeta.
• No hay tarifas aprobadas por el órgano competente o no están 

actualizadas.
• Existe una estimación incorrecta de las unidades a las que se aplican 

las tarifas en la elaboración del presupuesto.
• Las actividades subcontratadas no se han compensado.

4.5. Incumplimiento de los límites de subcontratación y limitación de la 
concurrencia

DESCRIPCIÓN: 

La subcontratación realizada por el medio propio no cumple los requisitos establecidos 
en el artículo 32.7 de la LCSP, pudiendo dar lugar a la limitación de concurrencia al 
haberse acudido al encargo al medio propio en vez de a una licitación pública.

INDICADORES DE FRAUDE:

• No se ha informado al ente que realiza el encargo de la 
subcontratación realizada por el medio propio.

• Las actividades subcontratadas superan el límite del 50% del encargo.
• El precio subcontratado supera la tarifa aplicable.
• El medio propio ha obtenido bajas sustanciales de precio en el 
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procedimiento de licitación que no ha facturado al coste real.
• El medio propio subcontrata siempre con los mismos proveedores.

4.6. Incumplimiento total o parcial de las prestaciones objeto del encargo

DESCRIPCIÓN: 

Los productos o servicios no se han entregado en su totalidad, y/o no tienen la calidad 
esperada, presentan retrasos injustificados y/o no cubren la necesidad administrativa 
prevista.

INDICADORES DE FRAUDE:

• Existen retrasos injustificados en los plazos de entrega.
• Falta la entrega de la totalidad de los productos o no se realiza el 

servicio.
• Existen productos o servicios entregados por debajo de la calidad 

esperada.
• Existe una falta de adecuación de las prestaciones del encargo con la 

necesidad administrativa que debe cumplir.

4.7. Perdida de pista de auditoría

DESCRIPCIÓN: 

El organismo no cumple con los requisitos establecidos en la normativa europea, 
nacional y/o autonómica referente a la pista de auditoría.

INDICADORES DE FRAUDE:

• Existe falta de pista de auditoría.
• Existe un incumplimiento de la obligación de conservación de 

documentos.
• No se garantiza el compromiso de sujeción de los controles de los 

organismos europeos por los perceptores finales.

LISTA DE COMPROBACIÓN BANDERAS ROJAS
Procedimiento (identificación del expediente)
Fecha de cumplimentación.

¿Se ha detectado en el procedimiento alguna 
bandera roja de las definidas por la entidad?

Descripción 
de la bandera 

roja
Sí No No aplica

Obser
vaciones

Medidas 
adoptadas o a 

adoptar
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Nombre, apellidos y puesto de quien la cumplimenta.

Firma».
Seis. Se modifica el anexo V «Declaración de ausencia de conflictos de interés (DACI)», que pasa 
a tener la siguiente redacción:

«Anexo V – Declaración de ausencia de conflictos de interés (DACI)

Subproyecto: (número y denominación)

Instrumento jurídico

Expediente (número y denominación):

Nombre, Apellidos y NIF del beneficiario: 

Cargo:

Nombre y Apellidos:

NIF: 

Al objeto de garantizar la imparcialidad en el procedimiento arriba referenciado, el/los 
abajo firmante/s, como participante/s en el proceso de gestión o ejecución, 
declara/declaran:

Primero. Manifiesto estar informado, en relación con lo siguiente:

1. Que el artículo 61.3 «Conflicto de intereses», del Reglamento (UE, 
Euratom) 2018/1046 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 18 de 
julio (Reglamento financiero de la UE) establece que «existirá conflicto de 
intereses cuando el ejercicio imparcial y objetivo de las funciones se vea 
comprometido por razones familiares, afectivas, de afinidad política o 
nacional, de interés económico o por cualquier motivo directo o indirecto 
de interés personal.

2. Que el artículo 64 «Lucha contra la corrupción y prevención de los 
conflictos de intereses» de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos 
del Sector Público, tiene el fin de evitar cualquier distorsión de la 
competencia y garantizar la transparencia en el procedimiento y asegurar 
la igualdad de trato a todos los candidatos y licitadores.

3. Que el artículo 23 «Abstención», de la Ley 40/2015, de 1 octubre, de 
Régimen Jurídico del Sector Público, establece que deberán abstenerse de 
intervenir en el  procedimiento «las autoridades y el personal al servicio 
de las Administraciones en quienes se den algunas de las circunstancias 
señaladas en el apartado siguiente», siendo éstas:

a) Tener interés personal en el asunto de que se trate o en otro en cuya 
resolución pudiera influir la de aquél; ser administrador de sociedad 
o entidad interesada, o tener cuestión litigiosa pendiente con algún 
interesado.

b) Tener un vínculo matrimonial o situación de hecho asimilable y el 
parentesco de consanguinidad dentro del cuarto grado o de afinidad 
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dentro del segundo, con cualquiera de los interesados, con los 
administradores de entidades o sociedades interesadas y también 
con los asesores, representantes legales o mandatarios que 
intervengan en el procedimiento, así como compartir despacho 
profesional o estar asociado con éstos para el asesoramiento, la 
representación o el mandato.

c) Tener amistad íntima o enemistad manifiesta con alguna de las 
personas mencionadas en el apartado anterior.

d) Haber intervenido como perito o como testigo en el procedimiento de 
que se trate.

e) Tener relación de servicio con persona natural o jurídica interesada 
directamente en el asunto, o haberle prestado en los dos últimos 
años servicios profesionales de cualquier tipo y en cualquier 
circunstancia o lugar.

Segundo. Declaro lo siguiente:

1. Que no se encuentra/n incurso/s en ninguna situación que pueda 
calificarse de conflicto de intereses de las indicadas en el artículo 61.3 del 
Reglamento Financiero de la UE y que no concurre en su/s persona/s 
ninguna causa de abstención del artículo 23.2 de la Ley 40/2015, de 1 de 
octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público que pueda afectar al 
procedimiento.

Tercero. Declaro lo siguiente:

1. Que se compromete/n a poner en conocimiento del órgano de 
contratación/órgano de selección, sin dilación, cualquier situación de 
conflicto de intereses o causa de abstención que dé o pudiera dar lugar a 
dicho escenario.

2. Que tratará con confidencialidad los asuntos y documentación que se 
desarrollen en el marco de estos procedimientos en el marco de las 
obligaciones establecidas por el artículo 133 de la Ley 9/2017, de 8 de 
noviembre, de Contratos del Sector Público.

Cuarto. Declaro lo siguiente:

1. Conozco que, una declaración de ausencia de conflicto de intereses que 
se demuestre que sea falsa, acarreará las consecuencias 
disciplinarias/administrativas/judiciales que establezca la normativa de 
aplicación.

(Fecha y firma, nombre completo y DNI)».

Siete. El anexo VIII «Declaración de Gestión en la solicitud de pago» pasa a ser el anexo VII, y el 
anexo IX «Autoevaluación del Principio de No Causar Daño Significativo – DNSH» pasa a ser el 
anexo VIII, tras la modificación operada en el punto cuatro.
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Ocho. El anexo X «Contenido mínimo Declaración de Ausencia de Conflicto de Interés», que pasa 
a ser el anexo IX tras la modificación operada en el punto cuatro, se modifica y pasa a tener la 
siguiente redacción:

«Contenido mínimo Declaración de Ausencia de Conflicto de Interés

Subproyecto: (número y denominación)

Instrumento jurídico

Expediente (número y denominación):

Nombre, Apellidos y NIF del beneficiario: 

Cargo:

Nombre y Apellidos:

NIF: 

Al objeto de garantizar la imparcialidad en el procedimiento de 
contratación/subvención arriba referenciado, el/los abajo firmante/s, como 
participante/s en el proceso de preparación o tramitación del expediente, 
declara/declaran:

Primero.

Estar informado/s de lo siguiente:

1. Que el artículo 61.3 «Conflicto de intereses», del Reglamento (UE, Euratom) 
2018/1046 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 18 de julio (Reglamento financiero 
de la UE) establece que «existirá conflicto de intereses cuando el ejercicio imparcial y 
objetivo de las funciones se vea comprometido por razones familiares, afectivas, de 
afinidad política o nacional, de interés económico o por cualquier motivo directo o 
indirecto de interés personal».

2. Que el artículo 64 «Lucha contra la corrupción y prevención de los conflictos de 
intereses» de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, por la 
que se trasponen al ordenamiento jurídico español las Directivas del Parlamento 
Europeo y del Consejo 2014/23/UE y 2014/24/UE, de 26 de febrero de 2014, define el 
conflicto de interés como «cualquier situación en la que el personal al servicio del 
órgano de contratación, que además participe en el desarrollo del procedimiento de 
licitación o pueda influir en el resultado del mismo, tenga directa o indirectamente un 
interés financiero, económico o personal que pudiera parecer que compromete su 
imparcialidad e independencia en el contexto del procedimiento de licitación».

3. Que el apartado 3 de la Disposición Adicional centésima décima segunda de la Ley 
31/2022, de 23 de diciembre, de Presupuestos Generales del Estado para 2023, 
establece que «El análisis sistemático y automatizado del riesgo de conflicto de interés 
resulta de aplicación a los empleados públicos y resto de personal al servicio de 
entidades decisoras, ejecutoras e instrumentales que participen, de forma individual o 
mediante su pertenencia a órganos colegiados, en los procedimientos descritos de 
adjudicación de contratos o de concesión de subvenciones».
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4. Que el apartado 4 de la citada disposición adicional centésima décima segunda 
establece que:

– A través de la herramienta informática se analizarán las posibles relaciones familiares 
o vinculaciones societarias, directas o indirectas, en las que se pueda dar un interés 
personal o económico susceptible de provocar un conflicto de interés, entre las 
personas a las que se refiere el apartado anterior y los participantes en cada 
procedimiento.

– Para la identificación de las relaciones o vinculaciones la herramienta contendrá, entre 
otros, los datos de titularidad real de las personas jurídicas a las que se refiere el artículo 
22.2.d).iii) del Reglamento (UE) 241/2021, de 12 febrero, obrantes en las bases de datos 
de la Agencia Estatal de Administración Tributaria y los obtenidos a través de los 
convenios suscritos con los Colegios de Notarios y Registradores.

Segundo. 

Que, en el momento de la firma de esta declaración y a la luz de la información obrante 
en su poder, no se encuentra/n incurso/s en ninguna situación que pueda calificarse de 
conflicto de interés, en los términos previstos en el apartado cuatro de la disposición 
adicional centésima décima segunda, que pueda afectar al procedimiento de 
licitación/concesión de subvenciones.

Tercero. 

Que se compromete/n a poner en conocimiento del órgano de contratación/comisión 
de evaluación, sin dilación, cualquier situación de conflicto de interés que pudiera 
conocer y producirse en cualquier momento del procedimiento en curso.

Cuarto. 

Que conoce que una declaración de ausencia de conflicto de interés que se demuestre 
que sea falsa, acarreará las consecuencias disciplinarias/administrativas/judiciales que 
establezca la normativa de aplicación».

Nueve. El anexo XI «Modelo de confirmación de la ausencia de conflicto de interés», que pasa a 
ser el anexo X tras la modificación operada en el punto cuatro, se modifica y pasa a tener la 
siguiente redacción:

«Modelo de confirmación de la ausencia de conflicto de interés

Subproyecto: (número y denominación)

Instrumento jurídico

Expediente (número y denominación):

Nombre, Apellidos y NIF del beneficiario: 

Cargo:

Nombre y Apellidos:

NIF:.
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Una vez realizado el análisis de riesgo de existencia de conflicto de interés a través de la 
herramienta informática MINERVA, en los términos establecido en la Orden 
HFP/55/2023, de 24 de enero, relativa al análisis sistemático del riesgo de conflicto de 
interés en los procedimientos que ejecutan el Plan de Recuperación, Transformación y 
Resiliencia, dictada en aplicación de la disposición adicional centésima décima segunda 
de la Ley 31/2022, de 23 de diciembre, de Presupuestos Generales del Estado para el 
año 2023, y habiendo sido detectada una bandera roja consistente en (descripción de la 
bandera roja, con la relación de solicitantes respecto de los cuales se ha detectado la 
misma) me reitero en que no existe ninguna situación que pueda suponer un conflicto 
de interés que comprometa mi actuación objetiva en el procedimiento».

Diez. El anexo XII «Reglas para la selección de solicitudes a someter al análisis de riesgo de 
conflicto de interés en el caso de procedimientos de concesión de subvenciones de concurrencia 
masiva» pasa a ser el anexo XI tras la modificación operada en el punto cuatro.

Once. Se modifica el punto «9. Anexos» del «Índice de contenidos», que pasa a tener la siguiente 
redacción: 

«9. Anexos 
9.1. Anexo I - Declaración Institucional de lucha contra el fraude 
9.2. Anexo II - Evaluación, impacto y probabilidad del riesgo 
9.3. Anexo III - Código ético y de conducta 
9.4. Anexo IV - Catálogo de indicadores (banderas rojas) 
9.5. Anexo V - Declaración de Ausencia de Conflictos de Interés (DACI) 
9.6. Anexo VI - Documento de Prevención, Detección y Gestión del posible Conflicto de 
Interés
9.7. Anexo VII.- Declaración de Gestión en la solicitud de pago 
9.8. Anexo VIII - Autoevaluación del Principio de No Causar Daño Significativo – DNSH
9.9. Anexo IX -  Contenido mínimo de la Declaración de Ausencia de Conflicto de Interés
9.10. Anexo X -  Modelo de confirmación de la ausencia de conflicto de interés
9.11. Anexo XI -  Reglas para la selección de solicitudes a someter al análisis de riesgo de 
conflicto de interés en el caso de procedimientos de concesión de subvenciones de 
concurrencia masiva
9.12. Glosario de términos y principales definiciones

Glosario
Definición de términos técnicos».

Segundo.  Ordenar la incorporación de dicha modificación al documento del referido Plan 
publicado en el sitio web de la Comunidad Autónoma de Euskadi (https://www.euskadi.eus) en 
el Portal de Transparencia y Visualización de datos del Gobierno Vasco 
(https://www.gardena.euskadi.eus) y en la página web del Departamento de Economía y 
Hacienda (https://www.euskadi.eus/gobierno-vasco/departamento-economia-hacienda/).

Pedro María Azpiazu Uriarte
CONSEJERO DE ECONOMÍA Y HACIENDA


